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S E N T E N C I A 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Como único señalamiento de error el demandante-peticionario 

plantea que se equivocó el Tribunal de Primera Instancia (TPI) al 

denegar su solicitud de reconsideración bajo el fundamento de que 

la misma era insuficiente. Le concedimos un término a la parte 

recurrida para que mostrara causa por la cual no debíamos dejar sin 

efecto esa determinación y remitir nuevamente el caso para que el 

TPI considere la solicitud de reconsideración en sus méritos. 

Además, le concedimos un término a los peticionarios para que 

acompañaran la Sentencia Parcial dictada, en vista de que 

omitieron incluirla como parte del apéndice del recurso. Los 

peticionarios acompañaron la Sentencia Parcial y los recurridos, 

luego de una prórroga, sometieron su escrito en oposición. A 

continuación examinamos si procede el remedio solicitado. 
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I 

 En junio de 2014 Ricardo Escobar Vargas, Rafael Escobar 

Vargas y Lydia Vargas Franceschi interpusieron una demanda de 

daños y perjuicios, cobro de dinero y fraude de acreedores en 

contra de Frances Rivera Vega, Beautiful Homes, Inc., FR Realty 

and Investment, Inc., el Banco Popular de Puerto Rico y diversas 

aseguradoras. En cuanto al Banco Popular, los demandantes 

alegaron que el 15 de noviembre de 2004 la compañía Beautiful 

Homes, por conducto de su presidenta Frances Rivera Vega, 

suscribió un pagaré en garantía de un préstamo por la suma de 

$75,000. Los demandantes también suscribieron pagarés 

hipotecarios para garantizar el pago de ese préstamo. El 24 de 

octubre de 2008 Beautiful Homes, por medio de su presidenta, 

renovó ese préstamo. Según los demandantes, ellos no consintieron 

a esa renovación. Alegaron que el Banco Popular no les consultó, ni 

obtuvo sus respectivos consentimientos. A pesar de ello, fueron 

incluidos como garantizadores de ese préstamo. Adicionalmente 

plantearon que para el 23 de febrero de 2009 Beautiful Homes fue 

vendido a FR Realty and Investment, Inc. y que esa venta fue en 

fraude de acreedores debido a que ambas corporaciones eran alter 

egos de Frances Rivera Vega.  

Adujeron que para febrero de 2010, el Banco Popular incoó 

una demanda de cobro de dinero y ejecución de hipoteca en contra 

de la corporación y de los demandantes como garantizadores 

hipotecarios. Ese procedimiento culminó en el archivo por 

desistimiento al lograrse un acuerdo transaccional. La alegación 

específica en esta demanda en cuanto al Banco fue que “incurrió en 

fraude al no obtener el consentimiento ni las firmas de los 

demandantes” y que “a pesar de no haber obtenido dicho 
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consentimiento y firma, procedió a incluirlos como garantizadores 

[…] del nuevo préstamo que hiciera la demandada Frances Rivera 

Vega a espaldas de estos.” Adicionalmente, plantearon que “[l]a 

renovación del préstamo que se hizo a Banco Popular de Puerto 

Rico, sin el expreso consentimiento de los demandantes, se hizo en 

fraude de acreedores, y con la única intención de perjudicar a los 

demandantes por parte de la demandada Frances Rivera Vega.”1  

 Más adelante, el Banco Popular solicitó la desestimación de la 

demanda. Argumentó que las reclamaciones presentadas en su 

contra provenían de los mismos hechos que motivaron el caso 

anterior que culminó en un desistimiento por un acuerdo 

transaccional entre las mismas partes. Según el Banco, los 

demandantes estaban obligados a presentar las mismas 

alegaciones en una reconvención en el pleito previo, por lo que 

ahora estaban impedidos de instar una acción independiente.  

 El 18 de noviembre de 2015, notificada el 24 de noviembre de 

2015, el TPI emitió una Sentencia Parcial en la que declaró ha lugar 

la solicitud de desestimación del Banco. El foro de instancia 

determinó que no existía evidencia en el expediente que demostrara 

que los demandantes fueron, en alguna medida, coaccionados u 

obligados por el Banco Popular a entrar en el acuerdo transaccional 

al que consintieron. Determinó que ese acuerdo transaccional tenía 

el efecto de cosa juzgada e impedía a los demandantes volver a 

litigar los asuntos de hecho y de derecho que ahora pretendían.  

 El 9 de diciembre de 2015, los demandantes solicitaron 

reconsideración. Insistieron en que no se debía desestimar la 

demanda en cuanto al Banco Popular sin el beneficio de un amplio 

descubrimiento de prueba: “[e]n el caso de autos ciertamente no ha 
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 Véase la página 7 de la demanda.  
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terminado el descubrimiento de prueba y mucho menos ha habido 

un descubrimiento de prueba amplio del cual este Honorable 

Tribunal pueda inferir que la parte reclamante no tiene remedio a la 

concesión de ningún derecho en contra del demandado BPPR.”2 

Además, llamaron la atención a la alegación de fraude precisada en 

la demanda y sostuvieron: “[e]sta alegación por sí sola indica que el 

Banco Popular de Puerto Rico, tuvo algo que ver con el esquema de 

fraude de Frances Rivera Vega, ya que le facilitó la extensión de un 

año para el cobro de una línea de crédito.” Abundaron: “[e]l 

acreedor Banco Popular de Puerto Rico, tiene conocimiento de los 

documentos que son necesarios para conceder a Frances Rivera 

Vega una extensión para el pago de la línea de crédito. El BPPR 

recibió por parte de Frances documentos en los cuales indica que la 

junta de Beautiful Homes se reunió y que autorizaron a Frances a 

solicitar dicha extensión de tiempo. Actos que en el pleito de autos 

se probaran con el descubrimiento de prueba, que dichos actos 

fueron fraudulentos para con los garantizadores.”3 

 A su vez, los demandantes señalaron que en la demanda le 

imputaron al Banco Popular daños y perjuicios por el supuesto 

conocimiento de las consecuencias en otorgar una modificación de 

una línea de crédito a la que no consintieron. En atención a este 

punto, advirtieron:  

13. Claramente la parte demandante hace un reclamo 
al BPPR indicando que tuvo que incurrir en un 
préstamo nuevo para el pago de la deuda anterior y que 
ese pago surgió de un esquema de fraude en el cual 
Frances Rivera Vega y el BPPR tuvieron participación. 
Por esta razón el demandante alega que el Banco 
Popular de Puerto Rico fue temerario. 
 
14. Estas alegaciones imputan reclamos de los cuales 
si el BPPR no se defiende, este Honorable Tribunal 

                                                 
2
 Véase la página 2 de la Moción de reconsideración.  

3
 Véase la página 3 de la Moción de reconsideración. 
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puede otorgar lo reclamado en la demanda a la parte 
demandante. No olvidemos que para poder adjudicar 
una moción de sentencia sumaria es necesario que se 
tienen que dar por ciertas todas las reclamaciones e 
inferencias de las alegaciones y que estas inferencias 
deben ser a favor de la parte demandante y no de la 
parte demandada, como ocurre en el caso de autos.4   
 

 En cuanto a la determinación de cosa juzgada, los 

demandantes expusieron en su solicitud de reconsideración que 

“debido al esquema de fraude del cual participó el BPPR y Frances, 

los hoy demandantes en específico Ricardo Escobar Vargas, se vio 

obligado a firmar el acuerdo transaccional extrajudicial para no 

perder la propiedad.”5 Afirmaron que lo anterior se alegó en la 

demanda. Resaltaron nuevamente la necesidad de culminar el 

descubrimiento de prueba para sostener su punto y arguyeron que 

“la doctrina de cosa juzgada no aplica cuando se trata de una 

transacción extrajudicial y lo que está en controversia son los vicios 

que pueda tener dicha transacción.”6 Por último, sostuvieron y 

recalcaron lo siguiente: 

29. En adición una vez Frances radicó quiebra todas las 
partes incluyendo a BPPR y los garantizadores de la 
línea de crédito (demandantes en el pleito de autos) 
estaban impedidos de hacer cualquier gestión de cobro 
por la orden de paralización automática emitida por el 
tribunal de quiebra bajo la sección 11 U.S.C. 362. En 
otras palabras el BPPR no podía continuar con la 
gestión de cobro por vía de la demanda incoada para el 
2 de febrero de 2010 sobre cobro de dinero y ejecución 
de garantías hipotecarias, de igual manera los 
demandantes en el pleito de autos estaban impedidos 
de subrogarse en los derechos que ostentaba el BPPR 
en el caso anterior del año 2010. 
 
30. Este Honorable Tribunal no debe desestimar el 
pleito en cuanto a la parte demandada BPPR ya que de 
la exposición anterior se desprende que no procede la 
defensa de cosa juzgada y si alguna de las alegaciones 
presentadas en la demanda son vagas, estas serán 
subsanadas por el descubrimiento de prueba. 
 

                                                 
4
 Véase la página 3 de la Moción de reconsideración. 

5
 Véase la página 5 de la Moción de reconsideración. 

6
 Véase la página 5 de la Moción de reconsideración. 
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31. Entendemos que en adición el Tribunal estará en su 
total discreción para reservarse el resolver la moción de 
desestimación una vez culmine el descubrimiento de 
prueba.7  
 

 El 14 de abril de 2016, notificada el 23 de mayo de 2016, el 

TPI denegó la reconsideración. La Resolución lee como sigue: 

 Conforme a la Regla 47 de Procedimiento Civil la 
Moción de reconsideración presentada por la parte 
demandante deja de exponer con suficiente 
particularidad y especificidad los hechos y el derecho 
que la parte promovente estima que debe 
reconsiderarse.  
 
 Los fundamentos para la reconsideración deben 
ser cuestionados [sic] sustanciales relacionados con las 
determinaciones de hechos y conclusiones de derecho 
pertinentes y materiales al presente caso. 
 
 En virtud de lo anterior se declara No Ha Lugar a 
la Moción de reconsideración presentada por la parte 
demandante.  
 

II 

La Regla 47 de las Reglas de Procedimiento Civil dispone que 

una parte adversamente afectada por una sentencia del foro de 

instancia puede presentar, dentro del término jurisdiccional de 15 

días, una moción de reconsideración. Este tipo de moción “debe 

exponer con suficiente particularidad y especificidad los hechos y el 

derecho que la parte promovente estima que deben reconsiderarse 

y fundarse en cuestiones sustanciales relacionadas con las 

determinaciones de hechos pertinentes o conclusiones de derecho 

materiales.” 32 LPRA Ap. V, R. 47. Una vez presentada 

oportunamente una moción a esos efectos, “quedarán interrumpidos 

los términos para recurrir en alzada para todas las partes.” Id. Esos 

términos comenzarán a transcurrir nuevamente “desde la fecha en 

que se archiva en autos copia de la notificación de la resolución 

resolviendo la moción de reconsideración.” Id. 

                                                 
7
 Véase la página 6 de la Moción de reconsideración. 
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La especificidad “es el criterio rector que debe evaluarse al 

momento de determinar si una moción de reconsideración 

interrumpió el término para apelar o acudir en revisión.” Morales y 

otros v. The Sheraton Corp., 191 DPR 1, 12 (2014). En cuanto a 

este criterio, el tratadista José Cuevas Segarra menciona que “salvo 

mociones escuetas y sin fundamentos de clase alguna, una moción 

que razonablemente cuestiona la decisión y la cual fundamenta su 

planteamiento, será suficiente para cumplir con la regla”. J. A. 

Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, San Juan, 

Pubs. J.T.S., 2011, T. IV, 2da ed., pág. 1366. A su vez, estima que 

“[n]o existen razones de orden público para imponerle un rigor 

desmedido a los requisitos de forma de la [moción de 

reconsideración] que puedan afectar el derecho de apelación”. Id. 

Una moción de este tipo no requiere la presentación de nuevas 

teorías jurídicas. Basta con que la parte esgrima argumentos 

específicos dirigidos a influir al juzgador para que reconsidere su 

determinación. Morales y otros v. The Sheraton Corp., supra, pág. 

12.  

III 

 Una mera lectura de la solicitud de reconsideración, a la luz 

de la Sentencia Parcial, los hechos alegados y el trasfondo litigioso, 

es suficiente para concluir que la misma cumple con el criterio de 

especificidad. La moción llama poderosamente la atención de la 

juzgadora hacia el hecho de que aun no ha culminado el 

descubrimiento de prueba y añade otras consideraciones que los 

peticionarios estiman podrían inclinar a la juzgadora de instancia a 

reconsiderar. En otras palabras, la moción de reconsideración 

presentada por los peticionarios cumple con el criterio de 
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especificidad que establece la Regla 47 de Procedimiento Civil y, 

por tanto, debió haber sido considerada en sus méritos por el TPI.  

 De otro lado, el Banco recurrido argumenta en su escrito en 

oposición que el TPI consideró la reconsideración en sus méritos, 

porque su denegatoria fue notificada por la Secretaría del TPI 

mediante el formulario OAT-082. Bajo este entendido, los recurridos 

sostienen que los peticionarios debieron someter un recurso de 

apelación de la Sentencia Parcial y no uno de certiorari. Diferimos 

de esa interpretación. Las palabras del foro de instancia son 

precisas: “la Moción de reconsideración presentada por la parte 

demandante deja de exponer con suficiente particularidad y 

especificidad los hechos y el derecho que la parte promovente 

estima que debe reconsiderarse. […] Los fundamentos para la 

reconsideración deben ser cuestionados [sic] sustanciales 

relacionados con las determinaciones de hechos y conclusiones de 

derecho pertinentes y materiales al presente caso. En virtud de lo 

anterior se declara No Ha Lugar a la Moción de reconsideración 

presentada por la parte demandante.”  

Sin duda, el foro de instancia denegó la reconsideración bajo 

la incorrecta premisa de que la misma no cumplía con el criterio de 

especificidad. El hecho de que esa determinación fuera notificada 

por la Secretaría mediante el formulario asignado a las 

reconsideraciones no torna la determinación de la juzgadora en una 

adjudicación de la reconsideración en sus méritos. Evidentemente, 

ello es un trámite accesorio  al contenido mismo de la Resolución, 

que está bajo el control de la Secretaría, según adelantamos.  

Otro argumento traído por el Banco es que el recurso de 

certiorari no quedó debidamente perfeccionado, porque los 

peticionarios omitieron incluir como parte del apéndice la Sentencia 
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Parcial dictada por el TPI. Hace casi dos décadas el Tribunal 

Supremo, refiriéndose a las facultades que tiene este Tribunal de 

Apelaciones, advirtió que “la desestimación, por sus drásticas 

consecuencias, es un mecanismo procesal que, como regla general, 

debe utilizarse sólo como último recurso, después de haber tratado 

de procurar mediante órdenes el cumplimiento con los requisitos no 

jurisdiccionales que impone su reglamento.” Soc. de Gananciales v. 

García Robles, 142 DPR 241, 259 (1997). Debe entenderse, 

entonces, que “no cualquier omisión en el cumplimiento con las 

normas reglamentarias referentes al apéndice, por somera que sea, 

justifica que el tribunal apelativo desestime el recurso.” Salinas v. 

S.L.G. Alonso, 160 DPR 647, 656 (2003). En tales casos, este 

Tribunal “debe proveer a la parte recurrente un término razonable 

[…] para subsanar el incumplimiento reglamentario, en lugar de 

desestimar el recurso.” Id., pág. 651.8 Ello precisamente hicimos en 

este caso. Le concedimos un término de cinco días a los 

peticionarios para que incluyeran la Sentencia Parcial de la que se 

solicitó reconsideración. Oportunamente, los peticionarios la 

acompañaron. La omisión no causó un perjuicio real en la 

consideración del caso, sólo una corta interrupción que no 

ameritaba por ello la desestimación del recurso.9  

                                                 
8
 En Salinas v. S.L.G. Alonso, supra, el Tribunal Supremo atendió la controversia relativa 

a la desestimación del recurso por parte de un Panel de este Tribunal, porque la parte 
omitió incluir en su apéndice dos páginas de la Sentencia del Tribunal de Primera 
Instancia. El Tribunal Supremo indicó: “[p]or estimar que a la luz de los hechos ante 
nuestra consideración, desestimar el recurso fue una determinación drástica y 
desproporcionada en comparación con la referida omisión, revocamos la decisión del 
foro apelativo.” Id., pág. 651. Dispuso, como citamos anteriormente, lo siguiente: “[e]n 
estos casos, en los cuales incumplir con el Reglamento del Tribunal de Circuito de 
Apelaciones no impide que este foro determine su jurisdicción y los méritos de la 
controversia planteada, se debe proveer a la parte recurrente un término razonable, que 
usualmente no debe exceder de cinco días, a partir de la notificación del tribunal 
apelativo, para subsanar el incumplimiento reglamentario, en lugar de desestimar el 
recurso.” Id. 

9
 El recurrido también indica que era necesaria la Moción de desestimación que sometió 

ante el foro de instancia y que no fue incluida en el apéndice del peticionario. Esa 
moción, aunque conveniente, no era necesaria para propósitos de la adjudicación de 
este caso.  
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De igual manera, el Banco recurrido alude a otro fundamento 

reglamentario en favor de la desestimación: que los documentos 

anejados no fueron ordenados cronológicamente, ni sus páginas 

fueron enumeradas consecutivamente, conforme la Reglas Regla 

34 (E) (c), (d) y (e) y la Regla 74 de nuestro Reglamento, 4 LPRA 

Ap. XXII-B. Esto es cierto y conminamos a los peticionarios a que en 

futuras ocasiones cumplan con mayor rigor con las disposiciones 

reglamentarias de este Tribunal. Sin embargo, tal incumplimiento 

con la rigurosa observancia de nuestro reglamento no llega al 

extremo de la desestimación por los fundamentos antes aludidos, 

dado que ello no incide sobre la sustancia y méritos del recurso. 

Nuevamente, recuérdese “el interés de que los casos se resuelvan 

en sus méritos y [e]l mandato de ofrecer mayor acceso a los 

tribunales, eliminando obstáculos y barreras que impidan justicia 

apelativa.” Id., pág. 662. Con ese interés en mente, determinamos 

que la omisión de los peticionarios en la enumeración cronológica 

de las páginas tampoco acarrea la desestimación de este recurso. 

Sin embargo, reiteramos que, en futuras ocasiones los peticionarios 

deben ser más cuidadosos al interponer un recurso ante este Foro. 

Después de todo, no puede quedar al arbitrio de los abogados 

decidir qué disposiciones reglamentarias deben acatarse y cuándo. 

Véase, Hernández Maldonado v. Taco Maker, 181 D.P.R. 281 

(2011); Matos v. Metropolitan Marble Corp., 104 DPR 122, 125 

(1975).  

IV 

En vista de que erró el TPI al no considerar en sus méritos la 

moción de reconsideración presentada por los peticionarios, 

expedimos el auto, revocamos la determinación recurrida y 
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remitimos el caso al foro de instancia para que dicho foro considere 

la reconsideración sometida y resuelva lo que proceda en derecho.  

Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


